En la ciudad de Mar del Plata, a los 17 días del mes de Agosto del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-2014-DO1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. EL ULTIMO QUERANDI S.R.L. s. APREMIO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Dolores dictó sentencia, rechazando las excepciones de falta de legitimación pasiva, inhabilidad de título y prescripción opuestas por la accionada y, en consecuencia, mandó llevar adelante la ejecución hasta tanto El Ultimo Querandí S.R.L. haga íntegro pago al Fisco de la Provincia de Buenos Aires del capital reclamado, con más los intereses del art. 95 del Código Fiscal, desde la fecha de interposición de la demanda y hasta el día del efectivo pago, imponiendo las costas a la parte vencida [v. fs. 138/151].
II. Con fecha 22-12-2009 la ejecutada se notificó del reseñado fallo [cfr. cédula de fs. 160/161] e interpuso en su contra recurso de apelación fundado el 02-02-2010 [cfr. fs. 164/168].

III. Por auto de fs. 169 el magistrado de grado concedió el recurso de apelación interpuesto, corriendo traslado de sus fundamentos a la contraparte por el plazo de cinco (5) días.

IV. El 03-05-2010 el Fisco se notificó del traslado que le fuera conferido a fs. 169 [cfr. cédula de fs. 171], cumpliendo con tal carga procesal el 11-05-2010 [cfr. escrito de fs. 173/175].

V. Con fecha 13-05-2010 el a quo tuvo por contestado en término el traslado conferido y ordenó la elevación del expediente a esta Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata [v. fs. 176].

VI. Recibida la causa por este Tribunal [cfr. fs. 182] y puestos los autos al Acuerdo para sentencia [v. fs. 183], corresponde plantear la siguiente:

CUESTION

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la ejecutada a fs. 164/168?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial de Dolores dictó sentencia, rechazando las excepciones de falta de legitimación pasiva, inhabilidad de título y prescripción opuestas por la accionada y, en consecuencia, mandó llevar adelante la ejecución hasta tanto El Último Querandí S.R.L. haga íntegro pago al Fisco de la Provincia de Buenos Aires del capital reclamado, con más los intereses del art. 95 del Código Fiscal, desde la fecha de interposición de la demanda y hasta el día del efectivo pago, imponiendo las costas a la parte vencida [v. fs. 138/151].

a. Señaló que si bien la demandada adujo que las obligaciones reclamadas en la especie [Impuesto a los Automotores] son propias del anterior titular registral de los bienes muebles que las generaron, sólo consiguió acreditar que reviste la titularidad de éstos -colocándose en la condición de “responsable” del tributo adeudado, atento lo dispuesto por los arts. 20 y 34 del Código Fiscal-, mas no demostró que al momento en que adquirió los rodados gravados no existieran tales deudas, que éstas fueran anteriores a la mentada transferencia, ni su falta de acogimiento a un plan de pagos para regularizarlas.

b. Seguidamente, destacó que los defectos extrínsecos denunciados por la apremiada para dar sustento a la excepción de inhabilidad de título carecen de trascendencia suficiente para obstar el progreso del presente apremio, toda vez que las cartulares ejecutadas reúnen los recaudos formales exigidos por el art. 9 de la ley 13.406 [cfr. fs. 145].

Agregó que el segundo argumento al cual recurrió la demandada para postular la inhabilidad de los títulos ejecutados -cual fue la falta de intimación de pago en sede administrativa- debía ser desestimado, toda vez que el procedimiento administrativo que precedió al libramiento de aquéllos no es susceptible de ser revisado en el acotado ámbito cognoscitivo del apremio [cfr. fs. 145 vta./146 vta.].

c. Finalmente, explicó que la excepción de prescripción articulada por la accionada no merecía ser acogida, ya que, de un lado, no se probó que los períodos fiscales reclamados fueran anteriores al 01-01-2001 y, del otro, éstos fueron incluidos en una moratoria consolidada con fecha 29-08-2001, debiendo, por ende, computarse el plazo de prescripción de la nueva obligación surgida a partir de la suscripción de dicho plan de pagos desde el 01-01-2002, no habiendo transcurrido entre esta última fecha y el inicio de la presente acción ejecutiva [28-04-2006] el plazo quinquenal previsto en el art. 131 del Código Fiscal.

2. La crítica esbozada en el memorial de agravios de fs. 164/168 gira en torno a cinco ejes centrales: a) la nulidad de la sentencia en crisis; b) la falta de legitimación pasiva de la apremiada; c) la inexistencia de la deuda reclamada; d) los defectos extrínsecos de las cartulares ejecutadas y, e) la prescripción de los créditos reclamados.

a) En relación al primer aspecto enunciado, postula la apelante que la sentencia de fs. 138/151 debe ser anulada dado que, al no haberse decidido la suerte del embate que su parte incoara a fs. 108/111, aquélla resulta prematura [cfr. fs. 166 vta./167].

b) Declama –por otra parte- que la deuda reclamada en la especie no le es exigible, toda vez que resulta anterior a la transferencia de los rodados gravados, recayendo en consecuencia, sobre el anterior titular registral de dichos bienes [cfr. fs. 164 vta./166].

Agrega que la carga de probar su acogimiento a un plan de pagos pesa sobre el Fisco, ya que éste denunció la suscripción de la mencionada moratoria [cfr. fs. 165].

Argumenta, además, que al no haberse demandado en la especie al anterior titular de los bienes registrables que generaron la deuda ejecutada, ésta no puede serle exigida, puesto que para hacer efectiva la solidaridad prevista en el art. 21 del Código Fiscal debe demandarse a todos aquellos a quienes se pretenda obligar al pago de la gabela reclamada [cfr. fs. 164 vta./165].

c) Plantea –asimismo- que al momento en que adquirió los rodados gravados la deuda demandada no existía, toda vez que no se verificó impedimento alguno que obstaculizara la transferencia de aquéllos [cfr. fs. 164 vta./166].

d) Arguye –de otro lado- que los títulos ejecutados resultan inhábiles para dar sustento al presente apremio, toda vez que portan un yerro en el domicilio fiscal del contribuyente [cfr. fs. 166 y vta.].

e) Apunta –finalmente- que los períodos fiscales ejecutados se encuentran prescriptos, desde que se ha acreditado que son anteriores al 01-01-2001 [cfr. fs. 167 y vta.].

Aduce que la moratoria cuya existencia denuncia el Fisco fue suscripta por el anterior titular registral de los bienes que generaron la deuda reclamada, por lo que mal puede concluirse que el acogimiento a dicho plan de pagos interrumpió a su respecto el cómputo del plazo de prescripción [cfr. fs. 167 vta./168].

3. En su réplica al memorial de agravios [fs. 173/175] el Fisco sostiene que la defensa de falta de legitimación pasiva intentada por la recurrente debe ser rechazada, desde que El Ultimo Querandí S.R.L. se encuentra obligada al pago del tributo reclamado atento lo dispuesto por los arts. 20 y 34 del Código Fiscal [cfr. fs. 173 vta.].

Agrega que la apremiada no demostró que la deuda tributaria ejecutada corresponda a períodos anteriores a la transferencia a su favor de los vehículos gravados [cfr. fs. 173 vta./174].
Seguidamente, alega que los títulos ejecutivos revisten el carácter de instrumentos públicos, contando, por ende, con la presunción de legitimidad que otorga el art. 979 del Código Civil, razón por la cual “… la única forma de avanzar o discutir sobre su contenido es la redargución de falsedad…” [cfr. fs. 174].

Finalmente, pregona que la excepción de prescripción articulada en la especie debe ser desestimada, dado que la sociedad demandada se acogió a un plan de pagos comprensivo de la deuda ejecutada, interrumpiendo con tal acto el curso del plazo de prescripción para intentar la presente acción [cfr. fs. 174 y vta.].

II. El recurso prospera.

1. La recurrente postula que la sentencia de fs. 138/151 resulta prematura, toda vez que aún no se ha decidido la suerte del embate que incoara a fs. 108/111 [cfr. fs. 166 vta./167].

(a) A fin de dar respuesta a tal objeción corresponde rememorar el derrotero procesal que precedió al dictado de la sentencia tachada de nula por la apelante.

i. A fs. 78/82 la apremiada, con fecha 08-06-2009, solicitó que se declare la nulidad de todo lo actuado en la causa –en virtud de la falta de intimación de pago en su domicilio fiscal-, opuso excepciones de falta de legitimación pasiva, inhabilidad de título y prescripción y, finalmente, solicitó que se ordene el levantamiento de las medidas cautelares trabadas en autos, atento el planteo de nulidad incoado y las defensas esgrimidas.
ii. Por auto de fs. 95/96 el magistrado de la instancia anterior hizo lugar al pedido de nulidad impetrado, dejando sin efecto la intimación de pago objetada y los actos procesales dictados como consecuencia de dicho trámite, aunque rechazó el pedido de levantamiento de las cautelares trabadas en la especie “… hasta tanto se resuelvan las defensas opuestas y se produzca la prueba ofrecida…”, corriendo traslado al Fisco de las excepciones planteadas por el plazo de veinte (20) días.

iii. A fs. 108/111 el apremiado interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el pronunciamiento de fs. 95/96, en cuanto denegó su pedido de levantamiento de las medidas cautelares decretadas en autos, argumentando que éstas debieron invalidarse atento la declaración de nulidad del mandamiento de intimación de pago.

iv. Por proveído de fs. 134/135 el a quo rechazó el recurso de reposición articulado a fs. 108/111 y concedió en relación y con efecto devolutivo la apelación interpuesta subsidiariamente [cfr. fs. 134 vta.].

v. A fs. 136 la ejecutada desistió del recurso de apelación concedido a fs. 134/135, lo que motivó que, por auto de fs. 137, el a quo tuviera por desistido tal embate.

(b) Contemplando el panorama trazado, advierto que, contrariamente a lo postulado por la apelante, al momento de dictarse el fallo en crisis no se hallaba pendiente de resolución ningún recurso –toda vez que la revocatoria que luce a fs. 108/111 fue rechazada y la apelación incoada en subsidio de ésta fue desistida por la apremiada-, por lo que mal puede predicarse que la sentencia de fs. 138/151 fue dictada prematuramente a tenor de la falta de decisión respecto de embate anterior alguno [arts. 168 y 171 de la Constitución provincial].

2. Sentado ello, pasaré a dar tratamiento a la crítica dirigida a cuestionar el rechazo de la defensa de falta de legitimación pasiva blandida por la recurrente.

a. En tal faena, recordaré que la excepción de inhabilidad de título -en el reducido ámbito del proceso de apremio- puede encontrar andamiaje, entre otras circunstancias regladas o aceptadas jurisprudencialmente, cuando se niega la calidad de deudor mediante la denuncia de falta de legitimación pasiva [cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 92.395 “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c. Farmacia Copello S.C.S. s. Apremio”, sent. de 01-X-2008].

Empero, el mencionado carril defensivo ha sido aceptado como el conducto idóneo para introducir planteos como el blandido en la especie siempre que se alegue y compruebe inexistencia de deuda –total o parcial-, en aquellos supuestos en los que esta circunstancia surja palmaria de la prueba rendida en autos, sin desnaturalizar el acotado marco del apremio [cfr. doct. esta Cámara causas P-10-MP2 “Francano”, sent. del 26-VII-2008; P-297-BB1 “Lorenzo”, sent. de 18-XI-2008 y P-1464-BB1 “García”, sent. de 29-VI-2010].

Observo que en su escrito de fs. 78/82 la ejecutada negó la existencia de obligación alguna exigible a su parte, alegando -de un lado- que al adquirir los vehículos por los cuales se ha devengado el tributo que se reclama, éstos no registraban deuda impositiva ya que la Administración tributaria expidió la correspondiente certificación de “libre de deuda”, y -de otro-, que los períodos fiscales ejecutados en la especie son anteriores al año en el cual se formalizaron las transferencias dominiales de los vehículos gravados (2001), razón por la cual sólo pueden ser exigidos al anterior titular registral de los bienes en cuestión.

A partir de tal negativa, el tratamiento de la excepción de inhabilidad de título sustentada en la falta de legitimación pasiva del apremiado resulta susceptible de ser abordado en las presentes actuaciones.
b. A fin de llevar a cabo tal tarea, debo destacar que el apoderado fiscal, al responder al planteo de excepciones articulado por la firma ejecutada, tras postular la improcedencia de la defensa fundada en la falta de legitimación pasiva, manifestó que “… no obsta a dicha conclusión, que la deuda –instrumentada en los títulos ejecutivos 249.334, 249.343, 249.348 y 249.376- trate de períodos anteriores a que los automotores (AHQ255, AHQ256, AHQ257 Y AHQ258) fueran adquiridos por El Ultimo Querandí SRL…” [cfr. fs. 112].

La reseñada aserción implica no menos que un reconocimiento de lo alegado por la excepcionante en sustento de su negativa de la deuda ejecutada, desde que la apremiada adujo que los períodos fiscales reclamados son anteriores al año en el cual se formalizaron las transferencias dominiales de los vehículos a los que refieren los títulos ejecutivos que lucen a fs. 4, 6, 8 y 10; circunstancia que, por otra parte, resulta acreditada a través de los informes obrantes a fs. 64/77, ya que de allí surge que el traspaso de los rodados correspondientes a las matrículas AHQ 255 y AHQ 258 a favor de El Ultimo Querandí S.R.L. tuvo lugar con fecha 30-08-2001, mientras que aquellos correspondientes a las matrículas AHQ 256 y AHQ 257 le fueron transmitidos el 13-12-2001.

Desde tal mirador he de proponer la solución a la controversia planteada, sosteniendo como principio, que el hecho de que las deudas tributarias cuyo cumplimiento se persigue a través del presente juicio corresponda a períodos anteriores a la adquisición y registración de los vehículos por parte de El Ultimo Querandí S.R.L. impide tener a la firma ejecutada como sujeto pasivo de las obligaciones que integran el crédito reclamado, a la luz de una sana interpretación de las normas del Código Fiscal aplicables a la especie.

En efecto, el art. 205 del Código Fiscal (t.o. 2004), norma que refiere específicamente al tributo sobre cuya exigibilidad versa el sub examine, establece en su primer párrafo que los propietarios de vehículos automotores radicados en la Provincia y/o sus adquirentes que no hayan efectuado la transferencia de dominio ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor y de Créditos Prendarios, pagarán anualmente el impuesto. Así, se está ante un tributo en el cual el hecho imponible –hipótesis cuyo acaecimiento produce el nacimiento de la obligación tributaria- se configura cuando sujeto destinatario del débito impositivo se encuentre en alguna de las siguientes situaciones: (i) sea titular dominial de un automotor radicado en la provincia, lo que equivale a decir que cuenta con dicho bien inscripto a su nombre en el Registro de la Propiedad Automotor –atento el carácter constitutivo que se reconoce a tal inscripción [cfr. art. 1 del Decreto Ley 6852/58]-; (ii) haya adquirido un bien encuadrado en la referida especie, sin efectuar la correspondiente transferencia de dominio ante el Registro.

Por tanto, mediando transferencia ante el Registro de la Propiedad Automotor, la fecha en que ésta se formalizó viene a ser el dato fáctico determinante de la asunción, por parte de antecesor y sucesor en el dominio, de sus respectivos roles de sujetos pasivos de las obligaciones tributarias nacidas antes y después del límite temporal que impone aquel acto registral constitutivo.

La interpretación propugnada resulta convalidada por lo establecido en el art. 34 del Código Fiscal (t.o. 2004), el cual consagra una solución que recepta tal criterio, toda vez que, para aquellos casos en que la Autoridad recaudatoria, luego de haber expedido un “certificado de inexistencia de deuda” –recaudo necesario para instrumentar la transferencia dominial y dotado de efectos liberatorios en relación a gabelas como la de la especie-, constatara la existencia de acreencias anteriores a dicha certificación, el citado precepto prevé que “… solamente estará obligado a su pago quien hubiera revestido frente a las mismas la condición de contribuyente…”. Este último será, en el específico caso del Impuesto a los Automotores, quien hubiera ostentado la calidad de titular dominial del vehículo.

Conforme el marco normativo reseñado, para ese particular tributo sólo podrá recurrirse a la solidaridad prevista en el art. 20 del Código Fiscal (t.o. 2004) –citado por el a quo al sindicar como responsable de la deuda reclamada a El Último Querandí S.R.L.- en aquellos casos en donde la sucesión a título singular del bien gravado a la que la norma refiere, se patentice en una adquisición sin formalización de la transferencia ante el Registro de la Propiedad Automotor. En tal caso existirá responsabilidad solidaria entre transmitente (aún titular registral) y adquirente (si de alguna manera el Fisco prueba la adquisición), concretándose en cabeza de ambos la realización del hecho imponible bajo las respectivas modalidades previstas en el art. 205 del citado Código (t.o. 2004), pudiendo quedar eximido el primero de responder por la deuda devengada con posterioridad a la tradición del vehículo únicamente si cumple con la carga de efectuar la denuncia prevista en el art. 206 del reseñado ordenamiento fiscal (t.o. 2004) –con los recaudos allí establecidos- y desde la fecha en que la efectivice.

La firma accionada, entonces, únicamente podría ser considerada obligada al pago de deuda por Impuesto a los Automotores devengado en períodos anteriores a la fecha de registración de las respectivas transferencias de dominio (en la especie concretadas el 30-08-2001 -en relación a las matrículas AHQ 255 y AHQ 258- y el 13-12-2001 -respecto de las matrículas AHQ 256 y AHQ 257-) en la medida en que en aquella época hubiese sido titular dominial de los vehículos gravados –circunstancia que no se verifica en el caso, atento lo que resulta de los mentados informes de fs. 64/77- o hubiese detentado su propiedad por haberlos adquirido sin mediar inscripción de las transferencias ante el correspondiente Registro –no habiéndose invocado ni acreditado por el Fisco la configuración de este último supuesto-.

Entonces, acierta el apelante en su falta de legitimación pasiva para responder por los tributos que se ejecutan en el presente apremio y yerra el judicante en el razonamiento que porta el fallo atacado, por apartarse de las normas fiscales que rigen la controversia y por imponer al ejecutado la carga de probar circunstancias que –a tenor de los preceptos llamados a regir el caso- bien podían inferirse de la comprobación de otros datos fácticos acreditados en la causa [vg. de la registración de los automotores cabe presumir que el contribuyente contó con el certificado de inexistencia de deuda, por cuanto para que el primer acto se materialice, el segundo actúa como condición inexpugnable (cfr. art. 34, párrafos primero y segundo del Código Fiscal, t.o. 2004)].
3. En nada altera lo expuesto la supuesta suscripción de un plan de pagos por la sociedad ejecutada esgrimida por el Fisco a fin de repeler la defensa de falta de legitimación pasiva.

Advierto que los títulos ejecutivos N° 249.334; 249.343; 249.348 y 249.376 fueron librados por la alegada falta de pago del Impuesto a los Automotores, consignándose en cada uno de ellos en la columna “Caducidad” el código 00/7501 y en el campo “Observaciones” la expresión “CADUCIDAD: LEY 12.914 CAP. I.1” [cfr. fs. 4; 6; 8 y 10].

Si bien las escasas precisiones contenidas en las cartulares en ejecución parecen indicar que las deudas fiscales allí consignadas encuentran su origen en la caducidad de un plan de pagos dispuesto por la entidad recaudadora en el marco de las facultades que le confiere el capítulo primero de la ley 12.914, ninguna referencia portan los instrumentos en cuestión respecto del sujeto que habría suscripto dicha moratoria.

Mal puede, entonces, tenerse por acreditada la suscripción por parte de El Ultimo Querandí S.R.L. de un plan de pagos que incluyera las deudas ejecutadas, cuando tal circunstancia –denunciada por el Fisco recién en oportunidad de contestar excepciones [cfr. fs. 117 vta. in fine]-, de un lado, ha sido expresamente negada por la demandada y, de otro, no puede siquiera inferirse del contenido de los títulos ejecutados o de las restantes constancias obrantes en la causa [arts. 25 de la ley 13.406 y 375 del C.P.C.C.].

Enlazado con lo anterior, bien vale recordar que esta Cámara de Apelación ha puntualizado que en supuestos donde el Fisco provincial reclama el pago de deudas tributarias originadas en la caducidad de un plan de pagos, los títulos ejecutivos deben brindar precisiones suficientes sobre el plan suscripto [cfr. doct. esta Alzada en la causa P-1295-BB1 “Martin”, sent. de 08-IX-2009 y P-261-BB1 “Martini Distribuciones de Martini F.”, sent. de 08-IX-2009], lo que no acontece en la especie, impidiendo de tal modo acceder a la postulación del Fisco en torno al sujeto suscriptor del supuesto plan de pagos y descartando –por improcedente- la inversión de la carga de la prueba que en esta parcela efectúa el a quo, lo que expresamente fuera señalado por la firma apelante al patentizar la exigibilidad de una prueba de contenido negativo (arg. doct. art. 375 y ccdtes. del C.P.C.C.).
III. Con todo, siendo contestes las partes en afirmar que la deuda reclamada responde a períodos anteriores a la inscripción ante el Registro de la Propiedad de la transferencia a favor de El Ultimo Querandí S.R.L. de los vehículos gravados, y no habiéndose acreditado la asunción por la firma ejecutada de la acreencia en cuestión a través de la suscripción de una moratoria –como lo propone el Fisco-, concluyo que la apremiada no resulta sujeto pasivo de la obligación tributaria cuyo cumplimiento se demanda en autos, por no configurarse en la especie ninguno de los dos supuestos previstos por el art. 205 del Código Fiscal (t.o. 2004) ni ser de posible aplicación en el caso la regulación contenida en el art. 20 del citado ordenamiento, al haber mediado efectiva transferencia de dominio de los automotores gravados con el tributo.

Ello me exime de abordar los restantes agravios expresados por la apelante, toda vez que su tratamiento -en el contexto indicado- deviene inoficioso desde que en nada modificaría la solución a la que se arribara precedentemente (cfr. doct. esta Cámara causa A-1041-MP0 “Maiorini”, sent. de 11-VIII-2009; A-1520-NE0 “Villadangos”, sent. del 17-IX-2009; C-1432-AZ1 “Hoffman”, sent. 03-VI-2010).

En atención a la solución aquí propiciada, las costas de ambas instancias deberán imponerse al Fisco de la Provincia de Buenos Aires en su objetiva calidad de vencido (arts. 25 de la ley 13.406 y 68 y 274 del C.P.C.C.).

Voto la cuestión planteada por la afirmativa.

Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo, con igual alcance y por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, votan a la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Acoger el recurso de apelación interpuesto a fs. 164/168 por la ejecutada El Último Querandí S.R.L. y, en consecuencia, revocar la sentencia apelada, rechazando el presente apremio. Las costas de ambas instancias se imponen al Fisco en su objetiva calidad de vencido (arts. 25 de la ley 13.406; 68 y 274 del C.P.C.C.).

2. Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 Dec. ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. FDO. ROBERTO DANIEL MORA – ELIO HORACIO RICCITELLI – ADRIANA MABEL SARDO. MARIA GABRIELA RUFFA, Secretaria.

